
 

 

DICTAMEN Nº 751/2018 
 
OBJETO: Proyecto de Decreto 
por el que se regula la so-
lución de los litigios de-
portivos en  la Comunidad Au-
tónoma de Andalucía. 
 
SOLICITANTE: Consejería de 
Turismo y Deporte. 

 

 

 El expediente refe-

renciado en el objeto ha 

sido dictaminado por la 

Comisión Permanente del 

Consejo Consultivo de An-

dalucía,  en  sesión cele-

brada el día 31 de octubre 

de 2018, con asistencia de 

los miembros que al margen 

se expresan. 

 

 

ANTECEDENTES DE HECHO 

 

 Con fecha 11 de octubre de 2018 tuvo entrada en es te Con-

sejo Consultivo solicitud de dictamen realizada por  el Excmo. 

Sr. Consejero, en cumplimiento de lo dispuesto en e l artículo 

17.3 y al amparo del artículo 22, párrafo primero, de la Ley 

4/2005, de 8 de abril, del Consejo Consultivo de An dalucía. 

 

 

 
 
Presidente: 
Cano Bueso, Juan B. 
 
Consejeras y Consejeros: 
Álvarez Civantos, Begoña 
Gallardo Castillo, María Jesús 
Gorelli Hernández, Juan 
Moreno Ruiz, María del Mar 
Rodríguez-Vergara Díaz, Ángel 
 
Secretaria: 
Linares Rojas, María Angustias 
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 En aplicación de lo dispuesto en el artículo 20, p árrafo 

segundo, de la citada Ley, la competencia para la e misión del 

dictamen solicitado corresponde a la Comisión Perma nente y de 

acuerdo con lo previsto en su artículo 25, párrafo tercero, el 

plazo para su emisión es de quince días. 

 

 Del expediente remitido se desprenden los siguient es ante-

cedentes fácticos: 

 

1.-  Por Resolución de 20 de enero de 2017 de la Secret aría Ge-

neral para el Deporte se establece el trámite de co nsulta pre-

via a la elaboración del Proyecto de Decreto. 

 Mediante Diligencia de 15 de febrero de 2017 se po ne de 

manifiesto que, en este trámite, no se han recibido  propues-

tas. 

 

2.- Con carácter previo a la adopción del acuerdo de in icio, 

figura la siguiente documentación elaborada por la precitada 

Secretaría General el 25 de abril de 2017: 

 - Un primer borrador del Proyecto de Decreto (vers ión “bo-

rrador para_validación_SGT”). 

 - Memoria económica. 

 - Memoria justificativa. 

 - Memoria de evaluación del enfoque de derechos de  la in-

fancia. 

 - Informe de evaluación del impacto de género. 

 - Informe de valoración de las cargas administrati vas. 

 - Test de evaluación de la competencia. 

 - Nombramiento de coordinador. 

 - Propuesta de inicio de tramitación. 
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3.-  El 9 de mayo de 2017 el Servicio de Legislación y Recursos 

de la Secretaría General Técnica de la Consejería d e Turismo y 

Deporte emite informe de validación del Proyecto de  Decreto. 

 Informe que consta valorado por la Secretaría Gene ral para 

el Deporte con fecha 16 de mayo de 2017. 

 

4.- Figura a continuación un nuevo borrador del Proyect o de 

Decreto (versión “borrador_inicial_15_mayo”). 

 

5.-  A propuesta de la Secretaría General para el Depor te, el 

procedimiento se inicia por acuerdo del Consejero d e Turismo y 

Deporte, el 16 de mayo de 2017. 

 

6.-  Con fecha 24 de mayo de 2017 la Secretaría General  para el 

Deporte acuerda la apertura del trámite de audienci a por un 

plazo de diez días hábiles, relacionando las entida des a las 

que se les concederá dicho trámite, así como su som etimiento 

al trámite de información pública por un plazo de d iez días 

hábiles, contados a partir de su publicación en el Boletín 

Oficial de la Junta de Andalucía, hecho que sucede el 2 de ju-

nio, BOJA núm. 104. Así mismo, se publica en la pág ina web de 

la Consejería con igual fecha. 

 

7.- Mediante comunicaciones interiores de 24 de mayo de  2017 

se solicita a todos los Centros Directivos de la Co nsejería 

que emitan informe en relación al Proyecto de Decre to. 

 Igualmente, el mismo día, dirige oficios a las Sec retarías 

Generales Técnicas de todas Consejerías y a todas l as Delega-

ciones Territoriales de Educación, Cultura y Deport e conce-
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diéndoles trámite de audiencia por un plazo de diez  días hábi-

les. 

 

8.- Mediante escritos de 24 de mayo de 2017, la Secreta ría Ge-

neral para el Deporte concede trámite de audiencia a las si-

guientes entidades y órganos: Real Academia Sevilla na de Ju-

risprudencia y Legislación; Confederación Andaluza de Federa-

ciones Deportivas; Colegio Oficial de Profesores y Licenciados 

en Educación Física; Empresa Pública para la Gestió n del Tu-

rismo y Deporte de Andalucía; Fundación Andalucía O límpica; 

Ministerio de Educación, Cultura y Deporte; Federac ión de Pe-

riodistas Deportivos de Andalucía; Asociación Andal uza de De-

recho Deportivo; Asociación Andaluza de Gestores de l Deporte 

(AGESPORT); Consejo Andaluz del Colegio de Abogados ; Real Aca-

demia de Jurisprudencia y Legislación de Andalucía e Instituto 

Andaluz del Deporte. 

 

9.- Durante los trámites de audiencia e información púb lica 

concedidos se han recibido observaciones y alegacio nes de los 

siguientes órganos y entidades: Delegaciones Territ oriales de 

Turismo y Deporte y de Cultura en Jaén (7 de junio de 2017), 

en Cádiz (20 de junio de 2017), en Almería (10 de j ulio de 

2017) y en Córdoba (17 de julio de 2017); Consejerí a de Educa-

ción (9 de junio de 2017); Servicio de Gestión Depo rtiva (12 

de junio de 2017); Asociación Andaluza de Gestores del Depor-

tes (14 de junio de 2017); Real Federación Andaluza  de Fútbol 

(14 de junio de 2017); don Antonio Millán Garrido ( 19 de junio 

de 2017); Comité Andaluz de Disciplina Deportiva (2 1 de junio 

de 2017); Consejería de Justicia e Interior (21 de junio de 

2017); Consejería de la Presidencia, Administración  Local y 
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Memoria Democrática (22 de junio de 2017); Asociaci ón Andaluza 

de Derecho Deportivo (26 de junio de 2017); Conseje ría de Ha-

cienda y Administración Pública (4 de julio de 2017 ); Real 

Academia de Jurisprudencia y Legislación de Granada  (14 de ju-

lio de 2017); Asociación de Consumidores y Usuarios  del Depor-

te (14 de julio de 2017) y Confederación Andaluza d e Federa-

ciones Deportivas (18 de julio de 2017). 

 Igualmente, notifican que no formulan observacione s: Ser-

vicio de Gestión de Inversiones (25 de mayo de 2017 ); Conseje-

ría de Economía y Conocimiento (5 de junio de 2017) ; Conseje-

ría de Salud (6 de junio de 2017); Consejería de Em pleo, Em-

presa y Comercio (8 de junio de 2017); Empresa Públ ica para la 

Gestión del Turismo y del Deporte de Andalucía (9 d e junio de 

2017) y Consejería de Igualdad y Políticas Sociales  (26 de ju-

nio de 2017). 

 

10.-  El 26 de octubre de 2017 son valoradas las observa ciones 

formuladas en el trámite de audiencia e información  pública. 

 

11.-  Figuran, a continuación, dos nuevas versiones de b orrador 

del Proyecto de Decreto, una copia en limpio y otra  recogiendo 

resaltadas las modificaciones introducidas (versión  “1 borra-

dor 20/10/2017”). 

 

12.-  En este momento procesal constan emitidos los sigu ientes 

informes preceptivos: 

 - Del Consejo de las Personas Consumidoras y Usuar ias de 

Andalucía (20 de noviembre de 2017). 

 - De la Unidad de Igualdad de Género (22 de noviem bre de 

2017). 
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 - Del Consejo Andaluz de Gobiernos Locales (20 de diciem-

bre de 2017). 

 - De la Dirección General de Presupuestos (29 de e nero de 

2018). 

 - Del Consejo de Transparencia y Protección de Dat os de 

Andalucía (29 de enero de 2018). 

 - De la Dirección General de Planificación y Evalu ación 

(30 de enero de 2018). 

 

13.- El 22 de febrero de 2018 la Confederación Andaluza de Fe-

deraciones Deportivas formula observaciones al text o del Pro-

yecto de Decreto. 

 

14.- El 7 de mayo de 2018 son valoradas las observacione s for-

muladas en el trámite de informes preceptivos. 

 

15.-  Constan a continuación redactadas dos nuevas versi ones de 

un nuevo borrador del Proyecto de Decreto, una copi a en limpio 

y otra recogiendo resaltadas las modificaciones int roducidas 

(versión “2 borrador 7/5/2018”). 

 

16.-  El 7 de mayo de 2018 la Secretaría General para el  Depor-

te elabora memoria justificativa en la que se valor a el cum-

plimiento de los principios de buena regulación del  Proyecto 

de Decreto e informe sobre la valoración de las car gas admi-

nistrativas. 

 

17.-  El Proyecto de Decreto fue estudiado por la Comisi ón Per-

manente del Consejo Andaluz del Deporte en su sesió n de 14 de 

mayo de 2018. 
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18.- El 17 de mayo de 2018, mediante correo electrónico,  la 

Confederación Andaluza de Federaciones Deportivas f ormula ob-

servaciones al texto del Proyecto de Decreto. 

 

19.-  Figuran a continuación redactadas dos nuevas versi ones de 

un nuevo borrador del Proyecto de Decreto, una copi a en limpio 

y otra recogiendo resaltadas las modificaciones int roducidas 

(versión “3 borrador 18/5/2018”). 

 

20.-  El 30 de mayo de 2018 la Secretaría General Técnic a de la 

Consejería emite su preceptivo informe, conforme a lo estable-

cido en el artículo 45.2 de la Ley 6/2006, de 24 de  octubre, 

del Gobierno de la Comunidad Autónoma de Andalucía.  

 El 4 de julio se valora el citado informe, redacta ndo a 

continuación nuevo borrador del Proyecto de Decreto  (versión 

“4 borrador 4/7/2018”), del que constan dos version es, una en 

limpio y otra resaltando las modificaciones introdu cidas. 

 

21.-  Mediante diligencia, de 6 de julio de 2018, se pon e de 

manifiesto que, en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 

13.1.c) de la Ley 1/2014, de 24 de junio, de Transp arencia Pú-

blica de Andalucía, el expediente ha sido publicado  en el Por-

tal de Transparencia de la Junta de Andalucía. 

 

22.- Figuran a continuación incorporados al expediente l os 

Anexos I a IX con los formularios correspondientes a los pro-

cedimientos previstos en el Proyecto de Decreto. 
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23.- El Gabinete Jurídico de la Junta de Andalucía emite  in-

forme sobre la norma en tramitación el 28 de septie mbre de 

2018. Sus observaciones son valoradas en informe de  5 de octu-

bre de 2018. Tras la inclusión de las observaciones  efectuadas 

por el Gabinete Jurídico, se redacta nuevo borrador  del Pro-

yecto de Decreto (versión “5 borrador 5/10/2018”), en el que 

se resaltan las modificaciones introducidas. 

 

24.-  El 1 de octubre de 2018 la Secretaría General para  el De-

porte propone no someter el Proyecto de Decreto a i nforme del 

Consejo Económico y Social de Andalucía. 

 Propuesta que es corroborada por el Sr. Consejero con fe-

cha 2 de octubre. 

 

25.- Figura a continuación un nuevo borrador del Proyect o de 

Decreto en formato “Decisión” (versión “5/10/18”). 

 

26.-  Con fecha 8 de octubre de 2018 el Servicio del Sec reta-

riado del Consejo de Gobierno emite observaciones a l texto del 

Proyecto de Decreto. 

 

27.-  La Comisión General de Viceconsejeros y Viceconsej eras, 

en su sesión de 8 de octubre de 2018, tras realizar  varias ob-

servaciones al Proyecto de Decreto acordó solicitar  el dicta-

men del Consejo Consultivo de Andalucía. Observacio nes que son 

valoradas en igual fecha por el Servicio de Coordin ación. 

 

28.-  Figuran a continuación dos nuevas versiones del bo rrador 

del Proyecto de Decreto en formato “decisión” (vers ión 
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“8/10/18”), recogiendo una de ellas las modificacio nes intro-

ducidas. 

 

29.-  El texto definitivo que se remite para dictamen de  este 

Órgano Consultivo, consta de preámbulo, ciento cinc o artículos 

distribuidos en un título preliminar y cuatro títul os, dos 

disposiciones adicionales, seis disposiciones trans itorias, 

una disposición derogatoria, dos disposiciones fina les y nueve 

anexos. 

 

 

FUNDAMENTOS JURÍDICOS 

 

I 

 

 La Consejería de Turismo y Deporte solicita dictam en en 

relación con el “Proyecto de Decreto por el que se regula la 

solución de los litigios deportivos en  la Comunidad Autónoma 

de Andalucía”. 

 

 Puesto que la disposición objeto de la consulta ti ene fi-

nalidad ejecutiva respecto de la Ley del Deporte de  Andalucía 

–dispone el artículo 1 del Proyecto de Decreto que “es objeto 

del presente Decreto el desarrollo del Título IX de  la Ley 

5/2016, de 19 de julio, del Deporte de Andalucía... ”-, de la 

que trae causa, no es preciso realizar un profundo análisis 

sobre la competencia material que ostenta la Comuni dad Autóno-

ma en relación con el sector considerado. 
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 Hay que recordar que este Consejo Consultivo exami nó el 

Anteproyecto de Ley del Deporte de Andalucía en su dictamen 

440/2014. 

 

 De esta forma, resulta indubitado que la Comunidad  Autóno-

ma ostenta títulos competenciales suficientes para aprobar la 

disposición proyectada, debiendo subrayarse que el vigente Es-

tatuto de Autonomía atribuye a la Comunidad Autónom a en su ar-

tículo 72.1 “ la competencia exclusiva en materia de deportes y 

de actividades de tiempo libre, que incluye la plan ificación, 

la coordinación y el fomento de estas actividades, así como la 

regulación y declaración de utilidad pública de ent idades de-

portivas ”. 

 

 Además de en el citado dictamen 440/2014, sobre la  materia 

deporte ha tenido ocasión de pronunciarse este Cons ejo en va-

rios dictámenes, como el 151/1997, emitido en relac ión con la 

Ley 6/1998, del Deporte, e igualmente lo hizo sobre  los Pro-

yectos de Decreto del régimen sancionador y discipl inario de-

portivo, de las Entidades Deportivas Andaluzas, y d el Inventa-

rio Andaluz de Instalaciones Deportivas y el Deport e de Rendi-

miento, también dictaminados por este Órgano Consul tivo (dic-

támenes 147/1999, 2/2000, 52/2000 y 526/2009, respe ctivamen-

te). Todas las disposiciones mencionadas están ampa radas por 

los mismos títulos competenciales, lo que releva al  Consejo de 

extenderse sobre ellos en esta ocasión. 

 

Se insistía en los citados dictámenes que el deport e no 

puede ser considerado ni constituye una materia for mal y sus-

tantivamente susceptible de asignación a un exclusi vo ámbito 
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competencial, ya sea estatal o autonómico, puesto q ue la acti-

vidad deportiva ofrece facetas o vertientes muy dif erentes, lo 

que impide su consideración monolítica y su encaje exclusivo 

en la esfera competencial de alguno de los Poderes públicos. 

 

 El primer límite con el que se encuentra la compet encia de 

la Comunidad Autónoma es, lógicamente, el derivado del terri-

torio, que impide la regulación normativa autonómic a de cues-

tiones que excedan, según su naturaleza y carácter,  de su con-

creto ámbito territorial, pero sin que pueda perder se de vis-

ta, naturalmente, conforme a reiterada doctrina del  Tribunal 

Constitucional al respecto, que no toda actividad a utonómica 

que produzca consecuencias de hecho fuera de su res pectivo te-

rritorio puede entenderse vedada constitucionalment e, ya que 

ello equivaldría necesariamente a privarlas, pura y  simplemen-

te, de toda capacidad de actuación (Sentencias del Tribunal 

Constitucional 37/1981, de 16 de noviembre; 44/1984 , de 27 de 

marzo; 165/1985, de 5 de diciembre; 1/1986, de 10 d e enero y 

150/1990, de 4 de octubre, entre otras). 

 

 Por otro lado, tal competencia no tiene carácter a bsoluto, 

sino que se encuentra limitada por otros títulos es tatales 

concurrentes. En este sentido, hay que recordar que  sobre la 

materia el Estado tiene títulos concurrentes, que p ermiten su 

actuación, a pesar de no tener atribuida una compet encia espe-

cífica sobre deporte (así, los relativos a las rela ciones in-

ternacionales, sanidad y seguridad pública, del art ículo 

149.1.3ª, 16ª y 29ª de la Constitución). 
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 En suma, resulta indubitado que la Comunidad Autón oma os-

tenta títulos competenciales suficientes para adopt ar la dis-

posición proyectada, cuya aprobación corresponde al  Consejo de 

Gobierno, de acuerdo con lo previsto en el artículo  119.3 del 

Estatuto de Autonomía para Andalucía y en los artíc ulos 27.9 y 

44 de la Ley 6/2006, de 24 de octubre, del Gobierno  de la Co-

munidad Autónoma. 

 

 

II  

 

 La documentación remitida al Consejo Consultivo pe rmite 

afirmar que el procedimiento seguido por la Conseje ría consul-

tante se atiene a las prescripciones contenidas en el artículo 

45 de la Ley 6/2006, y en las restantes disposicion es legales 

y reglamentarias que inciden sobre la tramitación. 

 

Asimismo, el Centro Directivo encargado de la trami tación 

subraya que se han observado las normas contenidas en el títu-

lo VI de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Proce dimiento 

Administrativo Común de las Administraciones Públic as (en el 

que se regula “la iniciativa legislativa y la potes tad para 

dictar reglamentos y otras disposiciones"). En rela ción con 

dicho título, damos por reproducida la síntesis de la STC 

55/2018, de 24 de mayo, que se realiza en el dictam en 

475/2018. El preámbulo de la norma afirma que el Pr oyecto de 

Decreto se adecua a los principios de buena regulac ión previs-

tos en el artículo 129 de la Ley 39/2015 y en este sentido 

consta la motivación de las soluciones que se adopt an en el 

Proyecto de Decreto. 
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 También consta Resolución del Secretario General p ara el 

Deporte de fecha 20 de enero de 2017, por la que se  establece 

el trámite de consulta pública previa a la elaborac ión del De-

creto por el que se regula el título IX de la Ley 5 /2016, de 

19 de julio del Deporte de Andalucía “solución de l itigios de-

portivos” por lo que se ha dado cumplimiento a lo d ispuesto en 

el artículo 133.1 de la Ley 39/2015, a través del p ortal de la 

Junta de Andalucía. Asimismo, consta Diligencia del  Jefe del 

Servicio de Planificación e Inspección Deportiva de  fecha 15 

de febrero de 2017, en la que hace constar que la n orma estuvo 

expuesta al público por un plazo de 15 días hábiles , desde el 

24 de enero al 14 de febrero de 2017, no habiendo r ecibido 

ninguna propuesta en este trámite. 

 

 El procedimiento se inicia el 16 de mayo de 2017, mediante 

acuerdo del Excmo. Sr. Consejero de Turismo y Depor te, a pro-

puesta de la Secretaría General para el Deporte, de  conformi-

dad con lo exigido en el artículo 45.1.a) de la Ley  6/2006. A 

dicho acuerdo se une propuesta del Proyecto de Decr eto, memo-

ria justificativa sobre la necesidad y oportunidad de la ela-

boración de la citada norma; memoria económica, ela borada de 

conformidad con lo establecido en el Decreto 162/20 06, de 12 

de septiembre, por el que se regulan la memoria eco nómica y el 

informe en las actuaciones con incidencia económico -

financiera; test de evaluación de la competencia, e n el que se 

manifiesta que no concurre ninguno de los impactos descritos 

en la ficha contenida en el anexo I de la resolució n de 10 de 

julio de 2008, de la Agencia de Defensa de la Compe tencia de 

Andalucía; e informe sobre la valoración de las car gas admi-
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nistrativas para la ciudadanía y las empresas (7 de  mayo de 

2018), derivadas del Proyecto de Decreto, de confor midad con 

el artículo 45.1.a) de la citada Ley 6/2006. 

 

 Se han incorporado al expediente los informes prec eptivos 

de los siguientes órganos: Gabinete Jurídico de la Junta de 

Andalucía (28 de septiembre de 2018), emitido de co nformidad 

con lo previsto en los artículos 45.2 de la Ley 6/2 006 y 

78.2.a) del Reglamento de Organización y Funciones del Gabine-

te Jurídico de la Junta de Andalucía y del Cuerpo d e Letrados, 

aprobado por Decreto 450/2000, de 26 de diciembre; Secretaría 

General Técnica de la Consejería de Turismo y Depor te (30 de 

mayo de 2018), en cumplimiento de lo establecido en  el artícu-

lo 45.2 de la citada Ley 6/2006; Dirección General de Presu-

puestos (29 de enero de 2018), de conformidad con l o previsto 

en el artículo 2.3 del citado Decreto 162/2006; Dir ección Ge-

neral de Planificación y Evaluación (30 de enero de  2018), se-

gún lo previsto en el artículo 2.c) del Decreto 260 /1988, de 2 

de agosto, y Consejo de los Consumidores y Usuarios  de Andalu-

cía (20 de noviembre de 2017), emitido de conformid ad con lo 

dispuesto en el artículo 10 del Decreto 58/2006, de  14 de mar-

zo, por el que se regula el Consejo de los Consumid ores y 

Usuarios de Andalucía. 

 

 Por su parte ha informado el texto el Consejo Anda luz de 

Gobiernos Locales (20 de diciembre de 2017), de con formidad 

con lo previsto en el artículo 57.2 de la Ley 5/201 0, de 11 de 

junio, de Autonomía Local de Andalucía. 

 



 

 15

 Consta que la Comisión Permanente del Consejo Anda luz del 

Deporte estudió el texto en su sesión del 14 de may o de 2018, 

siendo favorable el voto de todos los miembros de l a Comisión. 

Asimismo, el texto fue estudiado por el Consejo de Transparen-

cia y Protección de Datos de Andalucía (29 de enero  de 2018). 

 

 También se incorpora al expediente el informe sobr e eva-

luación de impacto de género de la disposición en t rámite, 

cumpliéndose así lo dispuesto en los artículos 6.2 de la Ley 

12/2007, de 26 de noviembre, para la promoción de l a igualdad 

de género en Andalucía, y 45.1.a) de la Ley 6/2006,  así como 

lo previsto en el Decreto 17/2012, de 7 de febrero,  que regula 

su elaboración. En relación con dicho informe const a que la 

Unidad de Igualdad de Género de la Consejería de Tu rismo y De-

porte formula diversas observaciones en su informe de 22 de 

noviembre de 2017. En la misma fecha, antes indicad a, se emi-

tió el informe sobre el enfoque de derechos de la i nfancia, 

según lo establecido en el artículo 7 del Decreto 1 03/2005, de 

19 de abril, que lo regula. 

 

 Consta que se ha cumplimentado el trámite de audie ncia, de 

acuerdo con las previsiones del artículo 45.1.c) de  la Ley 

6/2006, a través de las organizaciones y asociacion es cuyos 

fines guardan relación directa con el objeto de la disposi-

ción. El texto fue sometido, igualmente, a informac ión pública 

(BOJA núm. 104, de 2 de julio). 

 

 El 7 de mayo de 2018 la Secretaria General para el  Deporte 

elabora memoria justificativa en la que valora el c umplimiento 

de los principios de buena regulación. Asimismo, se  ha emitido 
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diligencia del Servicio de Coordinación de la Vicec onsejería 

de fecha 6 de julio de 2018, en la que se manifiest a el cum-

plimiento de lo dispuesto en el artículo 13.1.c) de  la Ley 

1/2014, de 24 de junio, de Transparencia Pública de  Andalucía, 

y que el expediente ha sido publicado en el Portal de Transpa-

rencia de la Junta de Andalucía. 

 

 El Servicio del Secretariado del Consejo de Gobier no ha 

formulado, asimismo, observaciones sobre el texto p royectado 

(informe de 8 de octubre de 2018) antes de que éste  fuera re-

mitido a la Comisión General de Viceconsejeros y Vi ceconseje-

ras. 

 

 Finalmente, la disposición proyectada se ha someti do, 

antes de su remisión a este Consejo Consultivo, al 

conocimiento de la Comisión General de Viceconsejer os y 

Viceconsejeras (en sesión celebrada el 8 de octubre  de 2018), 

de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 36 de la  Ley 

6/2006, en relación con el artículo 1 del Decreto 1 55/1988, de 

19 de abril. 

 

 Se ha de destacar que las observaciones y sugerenc ias pre-

sentadas durante la tramitación del procedimiento h ayan sido 

examinadas y valoradas por el órgano que tramita el  mismo, de-

jando constancia de cuáles se aceptan y cuáles no, dando con 

ello un verdadero sentido a los trámites desarrolla dos. 

 

 

 

 



 

 17

III 

 

 En relación con el contenido del Proyecto de Decre to se 

formulan las siguientes observaciones: 

 

1.- Observación general sobre la redacción.  Aunque en términos 

generales puede afirmarse que la redacción es corre cta y com-

prensible para la generalidad de los destinatarios,  resulta 

aconsejable realizar una última revisión gramatical , especial-

mente en lo que concierne al uso de mayúsculas y ot ros aspec-

tos que contribuirían a mejorar dicha redacción. As í por ejem-

plo, cuando el término “Derecho” se utilice como si nónimo de 

ordenamiento jurídico debe aparecer en mayúscula. S u utiliza-

ción en minúscula no tiene tal significado sino que  hace refe-

rencia a la posición de poder que ostenta un sujeto . Así pues, 

a lo largo del articulado se utiliza incorrectament e en minús-

cula [ej. en los arts. 24.1.a), 40.1, 52.1, 52.2 y 56.1.a) y 

c)]. 

 

 Y lo mismo cabe afirmar respecto de los órganos (S ecreta-

ría) que debe aparecer en mayúscula y, sin embargo,  con exce-

siva frecuencia se utiliza en minúscula a lo largo del articu-

lado. 

 

 Lo mismo cabe decir respecto del uso de la coma, q ue en 

varias ocasiones se utiliza de forma inadecuada. 

 

 Por otro lado, debe ser revisada la redacción de l os si-

guientes preceptos: 
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 El penúltimo párrafo del apartado I del Preámbulo debe ser 

revisado en profundidad por resultar ininteligible su última 

frase. 

 

 En el artículo 30.1 existe una errata, pues aparec e en 

singular (interponerlo) lo que debería aparecer en plural (in-

terponerlos), puesto que el sujeto es plural: “recl amaciones o 

recursos”. 

 

En el artículo 83 se diseña la naturaleza jurídica del 

Tribunal utilizando el verbo “configurar” en futuro  (“El Tri-

bunal se configurará como un órgano administrativo… ). Cuando 

entre en vigor la norma esta descripción del objeto  que regula 

ahora y que, por obvias razones de temporalidad, ex presa como 

futurible se hará presente por su inmediata aplicab ilidad. Por 

esta razón quizá resulte conveniente dejarlo ya red actado en 

presente: “El Tribunal se configura como un órgano… .). 

 

En el artículo 84, todas las competencias del Tribu nal es-

tán expresadas en forma activa: “ejercer”, “conocer ”, “resol-

ver”, “incoar”…. Todos estos verbos, en infinitivo,  expresan 

acciones en positivo que corresponden realizar al T ribunal. 

Sin embargo, la que contiene la letra h) aparece en  forma pa-

siva y correspondería su realización a otros sujeto s: “Ser 

consultado….”. Parece evidente que, así expresado, no es una 

competencia del Tribunal, que sí lo sería la acción  que le co-

rresponde realizar cuando otro sujeto le consulta, cual sería: 

“ Resolver las consultas que se le planteen… ” 
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En el artículo 98, párrafo segundo, debe advertirse  la in-

correcta utilización de la coma al separar “no obst ante” de 

“lo anterior”, por lo que procedería su supresión. 

 

El artículo 101.5, párrafo segundo, presenta una re dacción 

algo alambicada. Sería de más fácil lectura si se r edactase en 

estos o similares términos: 

 

“ Una vez practicadas las pruebas que hayan sido admi tidas 

se dará vista del expediente…. ” 

 

En el artículo 101.6, para evitar incurrir en la “ lex re-

petita ”, dado que el contenido es idéntico al artículo 11 8 de 

la Ley 39/2015, bastaría con remitirse a él. 

 

La redacción del artículo 103.9 podría mejorarse si  la ex-

presión “de lo contrario” queda sustituida por la r eferencia a 

la ficción legal del silencio administrativo que se  regula en 

el artículo 21 de la Ley 39/2015 por ser lo que se produce en 

los casos en que los recursos no son resueltos y no tificados 

en el plazo que fija el precepto. Podría quedar red actado de 

forma similar a lo siguiente: 

 

“ Los recursos regulados en este artículo deberán ser  re-

sueltos y notificados en el plazo de un mes. El ven cimiento de 

este plazo sin haberse notificado la resolución exp resa legi-

tima a la persona recurrente para entender desestim ado (….) ”. 
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 En la disposición adicional primera, apartado 2, d ebe de-

cirse “computándose” y no “imputándose”, pues no se  “imputa” 

el tiempo “para el cómputo del plazo”, sino que se computa.  

 

2.- Artículo 7.1. El término “recaer” no es el más correcto 

para referirse a la acción de dictar una resolución , pues no 

se acomoda al significado que la RAE le otorga (vol ver a caer, 

reincidir…). Por esta razón se propone sustituirlo por “dic-

tarse”: “(…) la resolución final que pueda dictarse  en dicho 

procedimiento (…)”.  

 

La misma observación se hace extensiva al artículo 33.  

 

3.- Artículo 16.3. Resulta plausible que el precepto prevea el 

deber de comunicar a las personas denunciantes el a cuerdo de 

iniciación del procedimiento (deber que no impone p ero que ob-

viamente no prohíbe el artículo 62 de la Ley 39/201 5 (que sólo 

obliga a notificar a las personas denunciantes cuan do la Admi-

nistración haya decidido “no iniciar” el procedimie nto y sólo 

cuando se trate de procedimientos que se refieran a l patrimo-

nio de las Administraciones públicas”. Ahora bien, el artículo 

62.5 sólo determina que “la presentación de una den uncia no 

confiere, por sí sola, la condición de interesado e n el proce-

dimiento”. El precepto no excluye ni, por tanto, pr ohíbe la 

posibilidad de considerar a los/las denunciantes co mo intere-

sados. En consecuencia, tal posibilidad podrá preve rse en la 

normativa sectorial correspondiente, como es este c aso. Por 

eso cabría realizar alguna consideración al respect o, puesto 

que, de no establecer previsión alguna acerca de la s posibili-

dades de actuación de quien denuncia, la regla gene ral será 
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que, tras recibir la notificación por la que se le comunica el 

inicio (o no) del procedimiento, no podrá interpone r recursos, 

ni formular alegaciones, etc., ya que todas estas a ctuaciones 

son propias de las personas interesadas en el proce dimiento y 

no, salvo que se diga otra cosa, de las personas de nunciantes.  

 

 La misma observación cabe hacerla respecto del artículo 

37.3.  

 

4.- Artículo 19.3. La redacción queda algo confusa y, a pesar 

de que se entiende lo que pretende expresar el prec epto, sería 

aconsejable realizar una redacción más clara. 

 

 Así por ejemplo, no añade contenido sustantivo y r esulta 

obvia la expresión “teniendo en cuenta lo dispuesto  en los 

apartados anteriores”. Considerando que el párrafo es de una 

extensión considerable tal expresión podría suprimi rse sin que 

por ello sufra su contenido. 

 

 Si el precepto se está refiriendo a la posibilidad  de al-

teración de la “calificación” de la infracción (de más leve a 

grave o a la inversa), debería utilizarse este térm ino en lu-

gar de la expresión referente a que el “Tribunal co nsidere”. 

No se trata, en puridad, de considerar algo sino de  calificar 

los hechos que constituyen una infracción con objet o de impo-

ner una determinada sanción, lo que es distinto. 

 

 Por otra parte, no queda claro que para que tal tr ánsito 

se produzca en la calificación de una infracción (d e más leve 

a más grave) es trámite esencial que se otorgue un plazo de 
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audiencia al interesado de quince días. Debemos ins istir en 

este importantísimo trámite puesto que su omisión p uede aca-

rrear la nulidad de la nueva calificación. El prece pto lo men-

ciona pero lo hace de una forma indirecta: “una vez  vencido el 

plazo de quince días para que aporten cuantas alega ciones es-

timen convenientes…”. 

 

 El precepto olvida incorporar una importante prohi bición 

en la que insisten los Tribunales y en la que insis te el ar-

tículo 90.2 de la Ley 39/2015, como es que si bien sobre los 

hechos de los que trae su causa el procedimiento sa ncionador 

cabe hacer una distinta calificación, sin embargo n o podrán 

aceptarse “hechos distintos de los determinados en el curso 

del procedimiento”. Por ello, se sugiere, bien que el precepto 

sea más preciso y se acomode mejor a lo dispuesto e n el ar-

tículo 90.2 de la Ley 39/2015 o bien que directamen te se remi-

ta a él.  

 

5.- Artículo 21. Este precepto regula la caducidad del proce-

dimiento. A tales efectos fija el plazo para resolv er y noti-

ficar en seis meses. Como es sabido, la Ley 39/2015  no deter-

mina dicha duración para los procedimientos sancion adores –de 

donde se deriva que tendrán una duración de tres me ses (art. 

21.3), salvo que una norma con rango legal o comuni taria dis-

ponga un plazo mayor-. Así pues una norma con rango  reglamen-

tario no podrá prever una duración superior a tres meses. Aho-

ra bien, tal efecto no acontece en este caso puesto  que este 

precepto y la duración de seis meses que en él se c ontempla 

cuenta con el respaldo legal del artículo 113.3 de la Ley 

5/2016. Para evitar alguna suerte de duda o de conf usión al 
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respecto, quizá convendría consignar la remisión a dicho pre-

cepto.  

 

6.- Artículo 22. La remisión al artículo 96 de la Ley 39/2015 

permite obviar por innecesaria la referencia que po steriormen-

te se hace al artículo 96.2 y 96.5. Esta supresión hace más 

ágil la lectura sin que por ello padezca su signifi cado ni se 

le prive de ningún contenido sustantivo.  

  

7.- Artículo 23. Este precepto utiliza la expresión “se exten-

derá”. Sin embargo, el significado que corresponde a este ver-

bo no se acomoda a lo que el precepto pretende indi car, para 

lo que quizá sea más adecuado el verbo “aplicar”.  

 

8.- Artículo 24.1.a). Aquí se utiliza una expresión obvia que 

no deja de resultar un tanto llamativa por lo que p udiera sig-

nificar “a sensu contrario”, cual es: “estatutos di ctados en 

el marco de la legislación aplicable”. En primer lu gar, debe 

partirse de la presunción de que los estatutos se h an dictado 

en esa forma y, en segundo lugar, esta expresión pu diera encu-

brir una afirmación en sentido contrario. Por ello,  debería 

suprimirse y dejar, sin más aditamentos: “de acuerd o con sus 

estatutos”. 

 

 La expresión “excepto en aquello que pertenezca al  ámbito 

del derecho privado” es un tanto coloquial y no uti liza co-

rrectamente desde el punto de vista jurídico el tér mino “per-

tenecer”, que alude a que se integra en la propieda d de una 

persona. Se sugiere, por tanto, sustituirla por alg o similar 

a: “excepto en aquellas cuestiones relativas al Der echo priva-
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do” o “cuestiones que se refieran al (ámbito del) D erecho pri-

vado”. 

 

 La redacción continúa: “En tal sentido, (…)”. Quiz á enlaza 

más adecuadamente con la anterior dicción la expres ión “A tal 

efecto, (…)”.  

 

9.- Artículo 24.2. La redacción de este apartado no sólo po-

dría agilizarse sino que sería más precisa si se su primiera la 

expresión “con ocasión de”, sustituyéndola por otra  en que se 

enfatice que se sancionan las infracciones y no a l as perso-

nas. Obviamente las infracciones las comenten perso nas físicas 

y jurídicas pero el objeto del ejercicio de la pote stad disci-

plinaria son aquéllas y no éstas –que constituyen p ropiamente 

el ámbito subjetivo-. 

 

 Tampoco es correcta la utilización del verbo “atri buir” 

cuando al comienzo establece: “La potestad discipli naria de-

portiva atribuirá a sus titulares las facultades de …”. Las 

atribuciones se realizan por las normas jurídicas. Estas nor-

mas atribuyen potestades (que se ejercen por… o de acuerdo a…) 

Por tanto, este párrafo debería ser reformulado con  otra re-

dacción más precisa que tenga en cuenta estas consi deraciones.  

 

10.- Artículo 29.1. La expresión “en el plazo más breve posi-

ble” es excesivamente indeterminada. Cualquier refe rencia a 

términos y a plazos debe ser precisa puesto que afe cta direc-

tamente a la seguridad jurídica.  
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11.- Artículo 29.2. Las notificaciones (aunque pueden afectar 

a la validez de los actos administrativos), sin emb argo, se 

mueven en el plazo de la eficacia. Por eso, no deja  de ser un 

tanto distorsionadora la expresión “se practicarán y serán vá-

lidas”. Se sugiere la supresión de “serán válidas”.  

 

 Incidentalmente, se advierte sobre la posibilidad de sim-

plificar y hacer algo más ligera la expresión con l a que co-

mienza este párrafo (En el caso del ejercicio de po testades 

públicas delegadas, por parte de las federaciones…) , sustitu-

yéndola por algo similar a: “En el caso de potestad es públicas 

ejercidas por delegación por parte de las federacio nes…”.  

 

12.- Artículo 31. El precepto es oscuro y la redacción no fa-

cilita su lectura. 

 

 Para empezar, si la posibilidad de cambiar la noti ficación 

por una comunicación pública es una posibilidad de las federa-

ciones deportivas pero que tienen que contar con la  previsión 

en su normativa reguladora (lo que, por cierto, con diciona su 

validez y no su eficacia, como dice equivocadamente  el aparta-

do segundo), quizá deberían conectarse ambos extrem os, de un 

modo similar a lo siguiente: “ Cuando las normas que regulen 

una determinada competición así lo prevean, las fed eraciones 

andaluzas podrán prever que la comunicación pública  se realice 

por la persona organizadora de la competición a las  personas 

participantes. Esta comunicación pública sustituirá  a la noti-

ficación y surtirá sus mismos efectos ”. O bien: “ Las normas 

que regulen una determina competición podrán prever  el lugar, 

tiempo y modo en que las federaciones andaluzas pue dan susti-



 

 26

tuir la notificación por la comunicación pública, q ue se rea-

lizará por la persona organizadora de la competició n a las 

personas participantes. Esta comunicación pública s urtirá los 

mismos efectos que la notificación ”.  

 

13.- Artículo 34, apartados 1 y 2. En ambos párrafos se utili-

za por cuatro veces la expresión “el órgano compete nte para 

resolver”. Puesto que la segunda vez se hace para d esignar al 

órgano superior de éste, cabría la siguiente expres ión: “su 

superior jerárquico”.  

 

14.- Artículo 39. Puesto que se intitula “impulso de oficio”, 

convendría añadir la expresión “de oficio” en el pr opio ar-

tículo, de tal forma que la redacción quedaría de l a siguiente 

forma: “ la persona instructora ordenará de oficio la prácti -

ca…”.  

 

15.- Artículo 40.1. Debe sustituirse la expresión “ cualquier 

medio de prueba válido en derecho ” por “cualquier medio de 

prueba admisible en Derecho”, puesto que no corresp onde a la 

norma decidir sobre la validez de un determinado me dio de 

prueba sino sobre si es admisible o no. La validez dependerá 

de cómo se haya realizado su práctica, y eso es lab or de los 

Tribunales. En este sentido, basta con remitirse al  artículo 

77.1 de la Ley 39/2015.  

 

16.- Artículo 40.2. Se hace referencia a la posibilidad de 

aportar directamente pruebas “ que resulten de interés ”. Pero 

no determina quien decide tal interés, lo que conve ndría pre-

cisar para evitar ulteriores problemas interpretati vos. 
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 Igualmente utiliza el término “denegación tácita”,  que no 

es correcto. En Derecho administrativo la manifesta ción de 

forma tácita de la voluntad de la Administración (l os llamados 

“actos tácitos”) no derivan del silencio administra tivo (que 

supone que la presunción de voluntad concreta de la  Adminis-

tración, ya sea estimatoria o desestimatoria, viene  dada por 

la Ley), sino de actuaciones que “dan a entender” u na determi-

nada voluntad u opción de la Administración (por ej . una de-

terminada tolerancia sobre algo). Por esta razón, s i el pre-

cepto pretende referirse a una denegación de la pru eba por 

“silencio administrativo” debe hacer referencia ine quívoca a 

esta institución del silencio, lo cual, por cierto,  no debe 

sustituirse por “denegación presunta” puesto que lo s actos 

presuntos (por silencio) se refieren a los de conte nido esti-

matorio y no desestimatorio, como es este caso.  

 

17.- Artículo 40.3. La Ley 39/2015 se cuida mucho (lo mismo 

que hiciera su predecesora Ley 30/1992) en atribuir  presunción 

de veracidad a las actas de la inspección. Por esta  razón, el 

artículo 77.5 establece: “ Los documentos formalizados por los 

funcionarios a los que se reconoce la condición de autoridad y 

en los que, observándose los requisitos legales cor respondien-

tes se recojan los hechos constatados por aquéllos harán prue-

ba de éstos salvo que se acredite lo contrario ”. 

 

 Por ello debería reformularse este apartado para a decuarlo 

al valor probatorio que dispensa la Ley 39/2015 a l as actas 

puesto que, tal y como aparece redactado el apartad o 3 de este 

artículo 40 del Proyecto de Decreto sugiere algunos  interro-
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gantes de difícil resolución: ¿constituyen un medio  de prueba 

con valor probatorio de especial relevancia en comp aración con 

otros medios de prueba?, ¿constituye prueba plena?.  

 

18.- Artículo 47, apartados 1 y 2. Ha de advertirse que la Ley 

39/2015 no es una Ley básica y, por tanto, sus prec eptos no 

tienen tal carácter, que sí lo tienen los preceptos  de la Ley 

40/2015. La regulación del procedimiento administra tivo común 

es de competencia exclusiva del Estado, lo que no e mpece a que 

existan normas reguladoras de las especialidades de  otros pro-

cedimientos (distinto al común) y que podrá ser com petencia de 

las Comunidades Autónomas. Por ello debe corregirse  la expre-

sión que aquí se contiene respecto del “carácter bá sico” de la 

Ley 39/2015.  

 

 La expresión “quedan fuera de su ámbito de actuaci ón” po-

dría sustituirse por la expresión “quedan excluidas  del siste-

ma de arbitraje y de la mediación”.  

 

19.- Artículo 57, apartado c). El término “postura” resulta 

coloquial e impropio para referirse a las pretensio nes (que es 

lo que se solicita o lo que constituye el “petitum” ). Por ello 

debería sustituirse aquél por este término, por su sentido y 

significado jurídico: 

“ c) una descripción de las razones que fundamentan s us preten-

siones en el litigio… ”.  

 

20.- Artículo 65.4. Aunque es fácilmente deducible que el pre-

cepto al que se remite lo es al correspondiente de este Pro-

yecto de Decreto, comoquiera que existen a lo largo  del arti-
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culado remisiones a diversas normas, en aras de una  mayor cla-

ridad y seguridad convendría especificarlo.  

 

21.- Artículo 71.2.  Este precepto dispone lo siguiente: “ la 

persona titular de la Consejería competente en mate ria de de-

porte podrá delegar en los municipios, previa acept ación de 

los mismos, el ejercicio de la función inspectora e n materia 

de instalaciones deportivas y sobre el cumplimiento  de las me-

didas de seguridad a adoptar en relación con la cel ebración de 

acontecimientos deportivos, todo ello de conformida d con la 

Ley 5/2010, de 11 de junio, de Autonomía Local de A ndalucía ”. 

 

Sin embargo, el artículo 20.1 de la Ley de Autonomí a Local 

de Andalucía, a la que se remite precisamente el pr ecepto co-

mentado, dispone que “ el decreto de delegación será aprobado 

por el Consejo de Gobierno de la Junta de Andalucía , a pro-

puesta de la consejería competente por razón de la materia ”. 

 

Por tanto, el artículo 71.2 del proyecto de Decreto  debe 

modificarse por ser contrario al citado precepto.  

 

22.- Artículo 86.2.  Este precepto dispone lo siguiente: 

 

“ Las personas miembros del Tribunal, que a los efect os del 

presente Decreto se denominarán de adscripción exte rna, serán 

diez y se designarán, conforme a lo dispuesto en el  apartado 

cinco, entre personas, que siendo juristas de recon ocido pres-

tigio en el ámbito del deporte, sean de nacionalida d española 

pertenecientes a los cuerpos docentes universitario s, acredi-

tados o asociados, o que tengan la categoría de Mag istrado o 
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Magistrada excedente o Fiscal excedente, o de entre  funciona-

rios o funcionarias de carrera en activo de cuerpos  o escalas 

clasificados en el subgrupo A1 del artículo 76 del texto re-

fundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público, 

aprobado mediante el Real Decreto Legislativo 5/201 5, de 30 de 

octubre, que posean el Título de licenciado o Licen ciada o de 

Grado en Derecho. Igualmente, podrán formar parte d el Tribunal 

abogados o abogadas en ejercicio que hayan desempeñ ado su ac-

tividad profesional por tiempo superior a quince añ os, prefe-

rentemente en el ámbito del Derecho Administrativo relacionado 

directamente con el deporte ”. 

 

Pero el artículo 150.1 de la Ley del Deporte de And alucía, 

establece que “ el Tribunal Administrativo del Deporte de Anda-

lucía estará integrado tanto por personal funcionar io de ca-

rrera adscrito a la Consejería competente en materi a de depor-

te como por juristas de reconocido prestigio en el ámbito del 

deporte, designados por la persona titular de la Co nsejería 

con competencia en materia de deporte” . 

 

Eso significa que por exigencia de la Ley del Depor te de 

Andalucía, los abogados o abogadas han de ser, como  cualquier 

otro miembro del Tribunal, también de “reconocido p restigio” y 

desempeñar la actividad durante más de quince años no confiere 

el reconocido prestigio automáticamente. 

 

Por tanto, como sugirió el informe del Gabinete Jur ídico y 

pareció no entenderse a tenor de la contestación a su observa-

ción, el precepto debe imponer tal exigencia para l os abogados 

y abogadas en la redacción que se estime convenient e.  
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23.- Artículo 98, párrafo segundo.  Este precepto relaciona los 

supuestos que quedan excluidos del recurso potestat ivo de re-

posición. Pues bien, para evitar que esta exclusión  pueda in-

terpretarse como limitativa al derecho de defensa, bastaría 

con remitirse a los artículos 101 a 104 del Proyect o de Decre-

to.  

 

24.- Artículo 101.3, párrafo segundo. Sobre este precepto pue-

den formularse dos observaciones: 

 

A)  La primera es acerca del plazo de subsanación de l os 

defectos de los que puede adolecer el recurso, que fija en 

cinco días. Como es bien sabido, el artículo 68 de la Ley 

39/2015 otorga para ello un plazo de diez días. Dad a la posi-

ción ordinamental de esta Ley y que lo que configur a este ar-

tículo, conforme a la jurisprudencia, es una obliga ción de la 

Administración y, consecuentemente un derecho inder ogable de 

todo particular en relación a cualquier procedimien to adminis-

trativo no parece adecuada la reducción de este pla zo a la mi-

tad. 

 

Por tanto, el plazo señalado debe modificarse por s er con-

trario al referido precepto legal.  

 

B)  La segunda tiene que ver con los efectos de la fal ta de 

subsanación, que el precepto comentado cifra en el “desistido 

de su petición”, pues tal expresión es equívoca. La s peticio-

nes y los recursos son escritos que formula y que i nterpone 

quien los suscribe, pero su naturaleza, estructura y efectos 

son distintos. 
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Por ello convendría aquilatar la redacción del prec epto 

cuidando estos extremos o bien podría remitirse al precitado 

artículo 68 de la Ley 39/2015.  

 

25.- Artículo 102.5.  El artículo 102 regula el “procedimiento 

para la resolución de conflictos entre las federaci ones depor-

tivas o sus órganos disciplinarios en el ámbito de la disci-

plina deportiva”, disponiendo su apartado 4 que la “ resolución 

deberá ser notificada en el plazo máximo de seis me ses ”. Pues 

bien, el apartado 5 que se comenta dispone que “tra nscurrido 

el plazo de seis meses sin que se haya resuelto el conflicto 

se dará por finalizado el procedimiento archivando las actua-

ciones”. 

 

El precepto no tiene sentido, pues deja el conflict o sin 

resolver y no indica cuál sería el cauce a utilizar  para la 

solución del conflicto.  

 

 

CONCLUSIONES 

 

 I.-  La Comunidad Autónoma de Andalucía tiene competenc ia 

para dictar el Decreto cuyo Proyecto ha sido someti do a este 

Consejo Consultivo (FJ I) . 

 

 II.-  El procedimiento de elaboración de la norma se aju sta 

a las legalmente previstas (FJ II).  
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 III.- En cuanto al contenido del proyecto, se formulan la s 

siguientes observaciones, de las que se distinguen:  

 

 A) Deben modificarse las disposiciones que se relacion an, 

en la medida en que puede contravenir el ordenamien to jurídi-

co: 

 

(1) Artículo 71.2 ( Observación III.21) . (2) Artículo 86.2 

( Observación III.22) . (3) Artículo 101.3, párrafo segundo [ Ob-

servación III.24, apartado A)].  

 

 B) Por las razones que se indican deben atenderse las si-

guientes objeciones de técnica legislativa: 

 

 (1) Artículo 29.1  (Observación III.10) . (2) Artículo 40.1 

(Observación III.15) . (3) Artículo 40.3  (Observación III.17) . 

(4) Artículo 47, apartado 1 [ Observación III.18, párrafo pri-

mero].  (5) Artículo 101.3, párrafo segundo (Observación 

III.24, apartado B).  (6) Artículo 102.5 [ Observación III.25). 

 

 C) Por las razones expuestas en cada una de ellas, se for-

mulan además, las siguientes observaciones de técnica legisla-

tiva : 

 

(1) Observación general sobre la redacción (Observación 

III.1) . (2) Artículo 7.1  (Observación III.2).  Esta ob-

servación se hace extensiva al artículo 33.  (3) Artículo 

16.3 (Observación III.3) . Esta observación se hace ex-

tensiva al artículo 37.3.  (4) Artículo 19.3 (Observación 

III.4) . (5) Artículo 21 [ Observación III.5] . (6) Artícu



 

 

lo 22 (Observación III.6) . (7) Artículo 23 [Observación 

III.7]. (8) Artículo 24.1.a) (Observación III.8) . (9) 

Artículo 24.2 [Observación III.9] . (10) Artículo 29.2 

(Observación III.11) . (11) Artículo 31 (Observación 

III.12) . (12) Artículo 34, apartados 1 y 2 (Observación 

III.13) . (13) Artículo 39 (Observación III.14) . (14) Ar-

tículo 40.2 (Observación III.16) . (15) Artículo 47, 

apartado 2 (Observación III.18, párrafo segundo) . (16) 

Artículo 57. apartado c) (Observación III.19) . (17) Ar-

tículo 65.4 (Observación III.20) . (18) Artículo 98, pá-

rrafo segundo (Observación III.23) . 

 

 

 Es cuanto el Consejo Consultivo de Andalucía dictam ina. 

  

   EL PRESIDENTE           LA SECRETARIA GENERAL 

 Fdo.: Juan B. Cano Bueso   Fdo.: María A. Linares Rojas  
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